 Resuelve recurso de Queja
Rad.  66001-6000-000-2014-00028-03
Acusado: Rigoberto Arias Castrillón
Delito: Homicidio y otros 

Decisión: Revoca negativa de apelación


 El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del proceso de la referencia. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría.

AUTO / HOMICIDIO Y OTROS DELITOS / QUEJA / AUTO QUE NIEGA PRUEBA / HIPÓTESIS EN LAS CUALES PROCEDE EL RECURSO DE ALZADA / REVOCA Y CONCEDE APELACIÓN / EFECTO EN EL CUAL DEBERÍA TRAMITARSE EL RECURSO
“Así las cosas, el Despacho de conocimiento fijó como fecha para la continuación del juicio oral el 10 de octubre de 2016, fecha en la cual después de culminada la intervención del Intendente HÉCTOR FABIO GALLEGO, la Fiscalía solicitó se tuviera como prueba sobreviniente o documento público la sentencia condenatoria proferida el 3 de julio de 2014 por el Juzgado Noveno del Circuito Especializado de Bogotá, en contra del acusado RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN, por los delitos de concierto para delinquir y otros. A tal petición se opuso la defensa y el delegado del Ministerio Público. 

Escuchadas las partes, el Juez A-quo decidió mediante auto de trámite no acceder a lo pedido, indicando para ello que de acuerdo a la jurisprudencia y a las normas que rigen el tema de las pruebas sobrevinientes, es claro que la mencionada sentencia no cabe en tal clasificación toda vez que es algo que el ente investigador tenía la posibilidad de conocer con antelación y haber puesto en conocimiento de las partes durante el descubrimiento probatorio. 

Teniendo en cuenta que el Juez le dio a la petición de la Fiscalía la de un auto de trámite que no admite recursos, la Fiscalía decidió interponer el recurso de queja.”

(…)

“Para resolver el antes enunciado problema jurídico, inicialmente la Sala tendrá en cuenta que una de las innovaciones introducidas con la implementación del sistema penal acusatorio, fue la limitación del recurso de apelación, el cual ya no operaría de manera indiscriminada contra todas las decisiones interlocutorias tomadas durante el devenir del proceso, como bien acontecía en las legislaciones procesales penales abrogadas, sino respecto de una serie especifica decisiones de dicha naturaleza, las cuales a juicio del legislador serían susceptibles del recurso de alzada.”

(…)

“Siendo así las cosas, y atendiendo todo lo dicho hasta el momento, la Sala revocará la providencia impugnada, puesto que es evidente que estamos en presencia de una de las hipótesis en las cuales es procedente el recurso de apelación: la negativa de la recepción de una prueba documental, y como consecuencia de ello, se enviará lo actuado en esta instancia al Juez de conocimiento, para que inicie los trámites del artículo 178 del C. de P. Penal, modificado por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010, se proceda –en audiencia pública- relacionados a la sustentación del recurso, la intervención de los no recurrentes y la concesión del recurso. Una vez cumplido dicho acto, se devolverá a esta Corporación, para desatar la alzada.”

Citación jurisprudencial: Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Auto del 27 de julio de 2016, radicado N° 47469, M.P. Dr. Gustavo Enrique Malo Fernández. 
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Aprobado por Acta No. 981
Radicación:
         66001-6000-000-2014-00028-03
Acusado:
 
Rigoberto Arias Castrillón 

Delito:

Homicidio y otros delitos

Procedencia:

Juzgado 6º Penal del Circuito de Pereira

Asunto:
Resuelve recurso de Queja


Decisión: 
Revoca y concede recurso de apelación


ASUNTO:

Decide la Sala el recurso de queja interpuesto por el Fiscal 42 Especializado de la Unidad Nacional Contra el Crimen Organizado dentro del proceso penal seguido en contra del acusado RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN, frente a la decisión del señor Juez Sexto Penal del Circuito local, de fecha 10 de octubre de 2016, mediante la cual se abstuvo de concederle recurso alguno en contra de su decisión de inadmitir la introducción al juicio oral, como prueba sobreviniente de una sentencia penal proferida en el año 2014 en contra del acusado.

ANTECEDENTES:
Los hechos que se enmarcan como la génesis del proceso se encuentran contenidos en el escrito de acusación y en el auto del 14 de abril de 2015, en donde presuntivamente se determina que el procesado hace parte de una organización criminal cuyos fines son el narcotráfico y delitos relacionados con el mismo, funge como cabecilla de la organización y en desarrollo de esas tareas ordenó la muerte de varias personas.
LA ACTUACION PROCESAL:

Las audiencias previas de control de garantías se realizaron el día 11 de diciembre de 2013 ante el juzgado 27 penal municipal con función de control de garantías, en el cual se le imputó cargos por los presuntos punibles de Homicidio agravado en concurso homogéneo y sucesivo, en concurso con el de homicidio en la modalidad de tentativa y concursal homogéneo con el de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones.

El Despacho encargado de llevar la etapa de la causa fue el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad quien asume el conocimiento el día 14 de marzo de 2014 y fija para audiencia de formulación de la acusación, la cual se llevó a cabo el día 13 de mayo siguiente, fecha en la que se le comunica de manera formal al encartado la acusación por los delitos a él imputados. 
Los días 29 de enero y 5 de marzo de 2015 se llevan a cabo las sesiones de la audiencia preparatoria, en las que se despachan los pedimentos probatorios, actuación procesal que fue objeto de recurso de alzada del cual conoció este despacho y decidió mediante auto del 14 de abril de 2015.
Una vez regresa el expediente al Juzgado de conocimiento, en las calendas del 18 de junio de 2015 el juez director del proceso se declaró impedido y el expediente es trasladado al Juzgado Sexto Penal del Circuito, Despacho este que da inicio al Juicio Oral en sesiones del 25, 26, 27, 29 de abril y 22 de agosto de la presente anualidad, en la cual la Fiscalía solicitó que se ingrese como prueba de referencia el interrogatorio del señor LUÍS ALFONSO RENDÓN GIRALDO debido a ser un testigo no ubicable y que el mismo sea incorporado por parte del señor HÉCTOR FABIO GALLEGO como testigo de referencia, ya que quien realizó la entrevista – LEÓN DARÍO BEDOYA MUÑETÓN- había fallecido; en tal ocasión el Juez Sexto Penal del Circuito negó lo pedido razón por la cual el proceso fue nuevamente enviado a esta Colegiatura, siendo decidido el asunto mediante auto interlocutorio de segunda instancia del 8 de septiembre de 2016, que revocó esa determinación y ordenó que se autorizara al investigador HÉCTOR FABIO GALLEGO ser testigo de acreditación para la introducción como prueba de referencia admisible del interrogatorio de indiciado absuelto por parte del Sr. LUÍS ALFONSO RENDÓN GIRALDO.
Así las cosas, el Despacho de conocimiento fijó como fecha para la continuación del juicio oral el 10 de octubre de 2016, fecha en la cual después de culminada la intervención del Intendente HÉCTOR FABIO GALLEGO, la Fiscalía solicitó se tuviera como prueba sobreviniente o documento público la sentencia condenatoria proferida el 3 de julio de 2014 por el Juzgado Noveno del Circuito Especializado de Bogotá, en contra del acusado RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN, por los delitos de concierto para delinquir y otros. A tal petición se opuso la defensa y el delegado del Ministerio Público. 
Escuchadas las partes, el Juez A-quo decidió mediante auto de trámite no acceder a lo pedido, indicando para ello que de acuerdo a la jurisprudencia y a las normas que rigen el tema de las pruebas sobrevinientes, es claro que la mencionada sentencia no cabe en tal clasificación toda vez que es algo que el ente investigador tenía la posibilidad de conocer con antelación y haber puesto en conocimiento de las partes durante el descubrimiento probatorio. 

Teniendo en cuenta que el Juez le dio a la petición de la Fiscalía la de un auto de trámite que no admite recursos, la Fiscalía decidió interponer el recurso de queja. 
SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE QUEJA:

Ante esta instancia, el señor Fiscal 42 Especializado de la Unidad Nacional Contra el Crimen Organizado, en su calidad de recurrente presentó escrito en tiempo, recurriendo a las normas procesales que consagran la doble instancia y que regulan los recursos, aduciendo que el señor Juez Sexto Penal del Circuito local incurrió en una vía de hecho al negarle la posibilidad de interponer recursos en contra de su determinación de no admitir la introducción de la sentencia por él aludida, ni como prueba sobreviniente ni como documento público, vulnerando con ello la garantía de la doble instancia, su derecho de contradicción, entre otros. Lo anterior, teniendo en cuenta que el artículo 20 de la Ley 906 de 2004, señala que las sentencias y autos que se refieren a la libertad del imputado o acusado, que afecten la práctica de pruebas o que tengan efectos patrimoniales, salvo las excepciones previstas en ese código, son susceptibles del recurso de apelación. Para reforzar su dicho, citó el auto de la Sala Penal de la CSJ proferido el 20 de marzo de 2013, dentro del radicado 39.516 en donde actuó como ponente el H. Magistrado Dr. Gustavo Enrique Malo Fernández. 
Por otra parte, indicó que el artículo 359 de la ley 906 de 2004, también consagra en su inciso final que “cuando el Juez excluya, rechace o inadmita una prueba, deberá motivar oralmente su decisión y contra esta procederán los recursos ordinarios.” 
También, señala el quejoso, que el A-quo dio sus argumentos respecto al porqué no admitía que se introdujera la sentencia proferida dentro de otro proceso judicial en contra del ahora procesado señor ARIAS CASTRILLÓN, señalando entre ellos y sin que fuera tema del debate propuesto, un asunto relacionado con la teoría del caso de la Fiscalía, el cual tiene que ver con el delito de concierto para delinquir, el cual si bien es cierto no es el eje central de este proceso, si es necesario probar la existencia de esa estructura organizada de poder, ya que como consecuencia de la presencia de esa banda criminal es que se producen los delitos contra la vida y la integridad personal ventilados en este caso. 
Por todo lo anterior, el representante de la Fiscalía General de la Nación pide que se le ordene al señor Juez Sexto Penal del Circuito local proceder a citar a audiencia para la continuación de juicio oral y allí permitirle sustentar y motivar el recurso de apelación en contra de la ya mencionada decisión. 
CONSIDERACIONES:

Competencia:

La Sala se encuentra habilitada funcionalmente para desatar el recurso de queja interpuesta en contra de la decisión del juzgado mencionado, acorde con lo establecido en los artículos 34 y 179B
 y subsiguientes del C.P.P.
Problema jurídico:

El problema jurídico a resolver por parte de la Sala, consiste en determinar si es susceptible del recurso de apelación la decisión adoptada por el Juez Sexto Penal del Circuito de no admitir la introducción al juicio oral como prueba sobreviniente o documento público una sentencia condenatoria emitida el 3 de julio de 2014 por el Juez Noveno Penal del Circuito Especializado de Bogotá en contra del procesado Rigoberto Arias Castrillón. 
Solución:

Para resolver el antes enunciado problema jurídico, inicialmente la Sala tendrá en cuenta que una de las innovaciones introducidas con la implementación del sistema penal acusatorio, fue la limitación del recurso de apelación, el cual ya no operaría de manera indiscriminada contra todas las decisiones interlocutorias tomadas durante el devenir del proceso, como bien acontecía en las legislaciones procesales penales abrogadas, sino respecto de una serie especifica decisiones de dicha naturaleza, las cuales a juicio del legislador serian susceptibles del recurso de alzada.
Por regla general, para determinar qué decisiones interlocutorias serían susceptibles del recurso de apelación, necesariamente se debe acudir a los parámetros consignados en el artículo 20 C.P.P. que consagra el principio de la doble instancia, al establecer de manera genérica una serie de eventos en las cuales sería procedente el recurso de apelación en contra de providencias interlocutorias. Dichas hipótesis, a su vez se constituirían en una especie de marco interpretativo de los temas específicos de procedencia del recurso de apelación, acorde con lo regulado en los artículos 176 y 177 ibídem. 
El artículo 20 del C. de P. Penal, consagra las hipótesis genéricas de procedibilidad del recurso de apelación, entre las que se encuentran las siguientes: 
a) Los autos que se refieren a la libertad del imputado o acusado. 

b) Los autos que afecten la práctica de pruebas. 
c) Los autos que tengan efectos patrimoniales. 
A su vez, los artículos 176 y 177 C.P.P. regulan de manera específica los casos en los cuales procede el recurso de apelación interpuesto en contra de providencias interlocutorias y los efectos en virtud de los cuales se debe conceder tal alzada. Entre las hipótesis de procedencia del recurso de apelación interpuesto en contra de providencias interlocutorias, se encuentran las siguientes:
1) Decisiones que tengan efectos patrimoniales: de las cuales harían parte las medidas cautelares de embargo y secuestro que afecten bienes del indiciado o imputado.
2) Decisiones relacionadas con la terminación anormal del proceso: las que corresponderían a la providencia que decreta o rechaza la solicitud de preclusión o a aquella que imprueba la aplicación del principio de oportunidad.
3) Decisiones que afecten o restrinjan el derecho a la libertad del procesado: entre las cuales se encontraría la que legalice la captura; la que defina situación jurídica con medida de aseguramiento y aquella que sustituya la medida de aseguramiento impuesta.
4) Decisiones relacionadas con la práctica de pruebas: de las cuales harían parte la negativa a la práctica de pruebas o aquellas relacionadas con la exclusión de medios probatorios.

5) Decisiones relacionadas con el saneamiento del proceso: entre las que se encontrarían todo lo relacionado con las nulidades procesales.

6) Decisiones que impartan aprobación de medidas relacionadas con la afectación o restricción de derechos y garantías de los ciudadanos: de las cuales harían parte el auto que le imprime legalidad a una diligencia de allanamiento y registro, a la retención de correspondencia, a la interceptación de comunicaciones, etc.
De acuerdo a lo anterior, es claro que el Legislador al establecer las normas que rigen el procedimiento penal colombiano consideró una serie de situaciones y de decisiones judiciales que se pueden dar dentro del escenario del proceso penal y que podrían llegar a vulnerar los derechos de las partes en pugna; de allí, que en aras de brindar la mayor cantidad de garantías se haya establecido el principio de la doble instancia respecto de algunas decisiones que se adoptan dentro del proceso entre ellas las relacionadas con las pruebas aducidas al juicio oral, especialmente en lo atinente a la negativa por parte del Juez de instancia de permitir la práctica de una de ellas. Frente al tema, la Sala de Casación Penal de la CSJ en reciente jurisprudencia dijo: 
“Precisamente, en torno de los fines que gobiernan la práctica de pruebas y su naturaleza de medios encaminados a demostrar la particular teoría del caso de las partes, observa la Sala cómo, dentro del necesario balanceo obligado de hacer en la determinación de cuál es la mejor manera de adelantar el proceso y los sacrificios que ello implica, con la decisión legislativa de conceder el recurso de apelación solo para la decisión que deniega pruebas, se obtiene un resultado mejor que en caso de aceptarlo en general.

En efecto, cuando se niega la práctica de determinada prueba, ello de inmediato anula cualquier posibilidad de hacer valer la información que ella contiene e incluso se puede afectar fuertemente la teoría del caso de la parte, si la misma se fundamenta en ese elemento de juicio.

Así se entiende que la decisión denegatoria deba posibilitar la alzada, visto el daño que puede producir.

De manera diferente, si el juez acepta la práctica de determinado medio de convicción, no sólo se habilita que su contenido pueda ser utilizado para soportar la tesis de la parte, sino que, además, existe la posibilidad de controvertir esa determinada prueba directamente a partir del ejercicio de confrontación o con la presentación de otros elementos de juicio que la confute.

Además de lo anotado, no puede pasar por alto la Sala cómo en la jurisprudencia vigente objeto de examen, se dice que con la posibilidad de apelar el auto que admite la prueba, se materializan los principios de depuración y eficacia.

Dejando de lado si el de depuración puede entenderse principio o no, y cuáles son su naturaleza y efectos, es lo cierto que la práctica judicial ocurrida con posterioridad a la expedición de la sentencia en comento, lejos de advertir cumplido el principio de eficacia, informa todo lo contrario.

En efecto, día a día se registra, de conformidad con los procesos que ingresan a la Corte, cómo esa habilitación para que se pueda impugnar la decisión que admite la prueba, ha sido utilizada a manera de mecanismo claramente dilatorio del proceso, al punto que se erige en la única razón que gobierna, la más de las veces, el recurso, independientemente de los motivos que sustenten la pretensión de la defensa.

Ello, en evidente contravía, no solo de lo que la norma registra, como se anotó ya, sino de los principios de eficacia, celeridad, economía procesal y concentración.    

Así las cosas, para la Sala respecto del auto que admite pruebas (numeral 4° del artículo 177 de la Ley 906 de 2004), únicamente procede el recurso de reposición, mientras que contra el que deniega o imposibilita la práctica de las mismas, sí es dable promover el de apelación.”
  (Negrillas de la Sala)
En ese orden de ideas, recordando que la queja de la Fiscalía delegada para este asunto está relacionada con la decisión del Juez Sexto Penal del Circuito local de rechazar su solicitud de introducir al juicio oral que en estos momentos se está llevando a cabo en contra del señor RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN, como prueba sobreviniente o documento público, una sentencia condenatoria que en el mes de julio del año 2014 profiriera en su contra el Juzgado Noveno Penal del Circuito Especializado de Bogotá por el delito de concierto para delinquir, y negarle la posibilidad de interponer recurso de apelación en contra de su decisión de no admitir su pedido. 
Siendo así las cosas, y atendiendo todo lo dicho hasta el momento, la Sala revocará la providencia impugnada, puesto que es evidente que estamos en presencia de una de las hipótesis en las cuales es procedente el recurso de apelación: la negativa de la recepción de una prueba documental, y como consecuencia de ello, se enviará lo actuado en esta instancia al Juez de conocimiento, para que inicie los trámites del artículo 178 del C. de P. Penal, modificado por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010, se proceda –en audiencia pública- relacionados a la sustentación del recurso, la intervención de los no recurrentes y la concesión del recurso. Una vez cumplido dicho acto, se devolverá a esta Corporación, para desatar la alzada.
Si bien es cierto que el artículo 179-E de la Ley 906 de 2004
, autoriza al Ad Quem para que en caso de resolver favorablemente el recurso de queja, determine el efecto en el cual se surtirá el recurso de apelación, considera la Sala que ello es un contrasentido respecto de la estructura dada al trámite de los recursos de alzada, en virtud del cual, es el A quo quien determina el efecto, como consecuencia de la debida sustentación en primera instancia. La norma como está redactada, da a entender que la sustentación del recurso de apelación se debería efectuar en segunda instancia, y ahí sí tendría sentido que el Ad quem conceda el recurso y determine el efecto del mismo. Pero como vemos, la normatividad vigente indica todo lo contrario (Ley 1395 de 2010), haciendo inaplicable la norma de marras.

A pesar de tal situación, la Sala es del criterio que en eventos como éste, el recurso debe ser concedido en el efecto suspensivo si tenemos en cuenta que el acto procesal que niega la práctica o introducción de una prueba al juicio oral paraliza la actuación y no permite continuar con la misma hasta tanto ese punto sea resuelto.
Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR que es susceptible del recurso de apelación la decisión tomada por parte del Juzgado 6º Penal del Circuito de esta localidad el 10 de octubre de 2016 en la cual se abstuvo de dar trámite a un recurso de alzada interpuesto por la Fiscalía en contra de una providencia que negó que se introdujera al juicio una prueba documental.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se remitirá al Juzgado de primer nivel esta actuación, con la finalidad de que se proceda, en audiencia pública, a la sustentación del recurso de apelación interpuesto por el señor Fiscal 42 Especializado de la Unidad Contra el Crimen Organizado, dentro del juicio oral seguido en contra del acusado RIGOBERTO ARIAS CASTRILLÓN y la intervención de los demás sujetos procesales.

Una vez cumplido dicho acto procesal, volverá a esta instancia para desatar la alzada.

CÚMPLASE:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado 
� Adicionados por los artículos 93 al 96 de la Ley 1.395 de 2.010.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Auto del 27 de julio de 2016, radicado N° 47469, M.P. Dr. Gustavo Enrique Malo Fernández. 


� Adicionado por el artículo 96 de la Ley 1395 de 2010.
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